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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE LA “CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD”, ADOPTADA EN CIUDAD DE GUATEMALA, GUATEMALA, EL 7 DE JUNIO DE 1999.











HONORABLE CÁMARA:



	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad”, adoptada en ciudad de Guatemala, Guatemala, el 7 de junio de 1999, durante el vigésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA), y sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional, sin urgencia.







ANTECEDENTES GENERALES Y RESEÑA DEL CONTENIDO DE LA CONVENCIÓN EN TRÁMITE.



Antecedentes generales.



	1.- Mediante esta Convención, los Estados miembros de la OEA contraen el compromiso básico de eliminar la discriminación, en todas sus formas y manifestaciones, contra las personas con discapacidad, apoyados en su convicción  de que estas personas tienen los mismos derechos humanos y libertades fundamentales que otras personas; y que estos derechos, incluido el de no verse sometidos a discriminación fundamentada en la discapacidad, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano, como lo declaran en el primer párrafo del preámbulo de este instrumento.



	Además, tienen en consideración, según lo destaca el mensaje de S.E. el Presidente de la República, que la propia Carta de la OEA establece que “la justicia y la seguridad sociales son bases de una paz duradera” (letra j) de su artículo 3), y tienen presente diversos instrumentos internacionales sobre el tratamiento que los Estados deben adoptar en favor de las personas con discapacidad, adoptados tanto en el marco de la Organización Internacional del Trabajo, la Organización de las Naciones Unidas, la Organización Panamericana de la Salud y la OEA.



	Entre dichos instrumentos se citan el Convenio 159 de la OIT sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas; la Declaración de los Derechos de los Impedidos de las Naciones Unidas (Res. A.G. Nº 3447, de 1975); el Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1988), y el Compromiso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el Continente Americano (Res. AG/OEA Nº 1369 (XXVI-O/96).



	De acuerdo con el estado de la participación internacional registrada por la Secretaría General de la OEA, esta Convención fue adoptada el 7 de junio de 1999, y suscrita el 8 de junio de 1999, por 20 países, incluido Chile, conforme lo dispuesto por el Nº 1 de su artículo VIII, de los cuales, al 31 de agosto de 2001, siete la habían ratificado, a saber: Argentina, Brasil, Costa Rica, México, Panamá, Perú y Uruguay. El sexto instrumento de ratificación fue depositado el 15 de agosto del presente año, de modo que entrará en vigencia internacional a partir del 14 de septiembre del 2001, al tenor de lo dispuesto por el Nº 3 del citado artículo.



	2.- En nuestro país el interés del legislador por lograr la plena integración en la sociedad de las personas con discapacidad y permitirles el pleno ejercicio de los derechos que la Constitución Política y las leyes reconocen a todos los chilenos se expresa, principalmente, en la ley Nº 19.284, que regula la prevención de la discapacidad, la rehabilitación de las personas que la sufren, la equiparación de sus oportunidades de acceso a la educación, su capacitación y su inserción laboral; crea el Registro Nacional de la Discapacidad y el Fondo Nacional de la Discapacidad.



	Por otra parte, como lo señala el mensaje, recientemente, la ley N° 19.735 modificó la ley Nº 18.600, sobre deficientes mentales, con el objeto de extender a toda la sociedad las obligaciones que existen respecto de los discapacitados mentales, especialmente en lo educacional y laboral. Ella reconoce que la prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades constituyen derechos para la persona con discapacidad mental y deberes para su familia y la sociedad en su conjunto, y dispone que es deber del Estado coordinar y controlar el desarrollo de un sistema mixto de participación pública y privada, adecuado para apoyar a las familias en el cumplimiento de sus obligaciones en este ámbito.



	Con tal objeto precisa, en primer término, que la prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad, de su familia y de la sociedad en su conjunto.



	Enseguida, el ámbito de las personas con discapacidad, circunscrito en la ley Nº 18.284 a las personas con discapacidad mental, la ley Nº 19.284, lo amplía a todas las personas que como consecuencia de una o más deficiencias físicas, síquicas o sensoriales, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que las hubiera originado, vean obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social.



	En este contexto, la Ministra de Salud, doctora Michelle Bachelet, señaló a vuestra Comisión que la participación de Chile en esta Convención beneficiaría a alrededor de 600.000 personas de todas las edades (614.434, según la encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN), de 1996).



	3.- El mensaje, después de hacer el análisis del contenido normativo de esta Convención, expresa que ella se inscribe plenamente dentro del espíritu de hacer un Chile más justo y que éste proceso conlleva el compromiso de la sociedad en su conjunto, de adoptar todas aquellas medidas tendientes a facilitar, de manera muy especial, la integración de aquellos sectores que padezcan de alguna forma de discapacidad, por lo que S.E. el Presidente solicita a la H. Cámara le preste su aprobación.





Reseña del contenido de la Convención.



	Este instrumento consta de 14 artículos, en los que se definen los objetivos de la Convención (artículos I y II); se determinan los compromisos que contraen los Estados para lograrlos (artículos III a V); se establece el órgano que hará el seguimiento de los compromisos adquiridos por los Estados que se hagan Parte en este instrumento (artículo VI), y se convienen las cláusulas finales propias de todo tratado multilateral, materias de las cuales se os reseña lo sustancial.





Los objetivos de la Convención.



	Ellos son: la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad (artículo II).



	Por discapacidad se entiende una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social (Nº 1 de artículo I).



	La expresión “discriminación contra las personas con discapacidad” significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales (letra a) del Nº 2 de artículo I).



	No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado Parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia. Se precisa que en los casos en que la legislación interna prevea la figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y apropiada para su bienestar, ésta no constituirá discriminación (letra b) del Nº 2 de artículo Y).



	A propósito de los objetivos de la Convención, la Ministra de Planificación y Cooperación, señora Alejandra Krauss Valle, hizo notar a vuestra Comisión, mediante su oficio Ord. Nº 064/2317-A, de fecha 14 de agosto de 2001, que ellos son armónicos con los de la ley Nº 19.284 y proporciona diversos antecedentes que ilustran acerca de las acciones que se desarrollan en el país para lograr la plena integración social de las personas con discapacidad.



	En primer término, indica que el Ministerio de Planificación y Cooperación en conjunto con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Organización de Ciegos Españoles (ONCE), están financiando y ejecutando la realización de un proyecto de apoyo a la inserción laboral de las personas con discapacidad visual. Informa que en el ámbito de la empresa privada, se están ejecutando otros proyectos de inserción laboral como son el “Proyecto MERCADIS”, que con financiamiento de una empresa de comunicaciones telefónicas se está ejecutando desde el mes de junio del presente año.



	Señala que en este mismo ámbito, el Ministerio de Educación ha dictado un reglamento para la integración escolar de alumnos con discapacidad, lo que ha permitido que desde el año 1999 a la fecha más de 5.000 personas con discapacidad se encuentren integrados a la educación básica y más de 4.000 a la educación parvularia.



	Enseguida, informa que el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo ha aprobado normas de discriminación positiva para la integración social de las personas con discapacidad, consistentes en la eliminación de barreras arquitectónicas y la asignación de puntaje especial por integrante de grupo familiar que tenga alguna discapacidad certificada por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) de los Servicios de Salud, para la adquisición de viviendas mediante el sistema de subsidio habitacional.



	Recuerda también, las normas especiales para la importación de ayudas técnicas: importación de vehículos particulares o de transporte; y, la creación de un Fondo especial de financiamiento para la adquisición de ayudas técnicas y financiamiento de proyectos especiales para las personas con discapacidad, institucionalizado, esto último, a través del Fondo Nacional de la Discapacidad (FONADIS).



	Destaca las acciones en el área de la prevención impulsadas, desde 1994, por los Ministerios de Salud y de Educación, como el programa para la atención a la mujer embarazada, el programa fenilquetonuria, el programa de detección temprana de enfermedades metabólicas y detección temprana de la sordera y de problemas de la visión, posturales y del aprendizaje.



	Por último, menciona el programa de prevención realizado por Carabineros de Chile para disminuir los accidentes del tránsito, por su alta incidencia en el incremento del número de personas con discapacidad, y los programas de prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que llevan a cabo las Mutuales de Seguridad.





Los compromisos de los Estados Partes para lograr los objetivos de la Convención.



	En términos generales, se puede señalar que mediante esta Convención los Estados Partes contraen compromisos a cumplir, en primer lugar, en su orden interno, con el objeto de eliminar la discriminación de las personas con discapacidad; para trabajar prioritariamente en la prevención de la discapacidad, detección, tratamiento y rehabilitación de estas personas, y para sensibilizar a la población en favor de la eliminación de prejuicios y otras actitudes que atentan contra los derechos de estas personas; en segundo lugar, en el plano internacional, se comprometen a cooperar con los otros Estados Partes para prevenir y eliminar la discriminación de las personas con discapacidad, y, por último, se comprometen a promover la participación de representantes de personas con discapacidad, de organizaciones no gubernamentales o de personas con discapacidad en la elaboración, ejecución y evaluación de medidas y políticas para aplicar este instrumento.



	a) Las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad podrán ser de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier índole, en ámbitos que la Convención no determina en forma taxativa, citando a modo de ejemplo el empleo, el transporte, las comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios policiales, y las actividades políticas y de administración. En esta lista se indican, además, medidas para que los edificios, vehículos e instalaciones que se construyan o fabriquen en sus territorios respectivos faciliten el transporte, la comunicación y el acceso para las personas con discapacidad (letras a), b), c) y d) del Nº 1 del artículo III).



	b) El compromiso de cooperar con los Estados Partes se centrará en la investigación científica y tecnológica relacionada con la prevención de las discapacidades, el tratamiento, la rehabilitación e integración social de las personas con discapacidad, y el desarrollo de medios y recursos diseñados para facilitar o promover la vida independiente, autosuficiencia e integración total, en condiciones de igualdad, a la sociedad de estas personas (artículo IV).



	c) Finalmente, al compromiso de promover la participación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad, se agrega el de crear canales de comunicación eficaces que permitan difundir entre las organizaciones públicas y privadas que trabajen con estas personas los avances normativos y jurídicos que se logren para la eliminación de la discriminación contra ellas (artículo V).



	La Ministra de Planificación y Desarrollo, señora Alejandra Krauss Valle, informando en el oficio antes citado sobre el alcance de estos compromisos para el país, señaló que tanto la ley N° 19.284 como sus reglamentos, y la Política Nacional para la Integración Social de las Personas con Discapacidad, tienen como objetivo fundamental la eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad en todos los ámbitos del quehacer habitual.



	Precisó que, no obstante, a siete años de entrada en vigencia de la ley se ha tomado conciencia y la experiencia lo ha demostrado que quedan muchos aspectos por resolver para lograr la plena integración social e igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, lo que ha dado lugar, a comienzos de este año, a la formación entre MIDEPLAN y Parlamentarios de la Comisión Mixta de la Discapacidad, la que tiene dos objetivos fundamentales: a) realizar un análisis de la normativa sobre discapacidad, y de aquella relacionada con la misma, y, b) proponer modificaciones para modernizar dicha normativa, cuando corresponda, o hacer las modificaciones o propuestas de nuevas normas que se requieran para la eliminación de las barreras físicas, administrativas y culturales y de ese modo lograr la plena integración de las personas con discapacidad.



	En cuanto a la promoción de la participación social, informa que MIDEPLAN ha apoyado profesionalmente la creación del Movimiento Asociativo de la Discapacidad, la creación de Coordinadoras Regionales de la Discapacidad; además, de considerar a distintos organismos de y para personas con discapacidad en la elaboración de los diferentes procesos de planificación de la política social.



	La señora Ministra de Salud, por su parte, también entregó a vuestra Comisión diversos antecedentes sobre las acciones que su Secretaría de Estado y los Servicios de Salud desarrollan a favor de las personas con discapacidad, entre las que se pueden señalar el nuevo reglamento de internación psiquiátrica, cuyo objetivo es la defensa y protección de derechos de los pacientes; el reforzamiento de los establecimientos de atención primaria para permitir acercar la atención a personas postradas, mediante visita domiciliaria y visita clínica; la contratación de personas con discapacidad para la atención de colas líneas 8000 para petición de horas en los consultorios rurales; la realización en todos los Servicios de Salud del país, y la certificación de la discapacidad para permitir un progresivo acceso de las personas a los beneficios de la ley N° 19.284.





El Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.



	Este órgano, integrado por un representante designado por cada Estado Parte, creado para dar seguimiento a los compromisos adquiridos en la Convención, servirá de foro para examinar el progreso registrado en la aplicación de este instrumento e intercambiar experiencias entre los Estados Partes, para lo cual la Secretaría General de la OEA le prestará el apoyo necesario.



	Los informes que elabore recogerán el debate e incluirán información sobre las medidas que los Estados Partes hayan adoptado en aplicación de la Convención, los progresos que hayan realizado en la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad, así como las conclusiones, observaciones y sugerencias generales del Comité para el cumplimiento progresivo de la misma (artículo VI).



	Por lo anterior, sus resoluciones no serán vinculantes para los Estados Partes, no obstante la obligación de los Estados de dar cumplimiento a sus compromisos contraídos en virtud de su participación en la Convención, entre los que se cuenta el de informar al Comité de los progresos alcanzados en la materia.





Las cláusulas finales de la Convención.



	Estas cláusulas se relacionan con los alcances jurídicos de las disposiciones de la Convención, con la fecha de su firma y ratificación, con su vigencia, la designación de depositario, el procedimiento de enmienda, las reservas y los textos auténticos.

	a) En cuanto a los alcances jurídicos de la Convención, se establece que ninguna de sus disposiciones se interpretará en términos que restrinjan o limiten el disfrute de los derechos de las personas con discapacidad reconocidos por el derecho internacional consuetudinario o los instrumentos internacionales por los cuales un Estado Parte está obligado (artículo VII);



	b) Sobre su firma, se convino que la Convención quedaba abierta a la firma de los Estados el 8 de junio de 1999 y que, a partir de esa fecha, permanecerá abierta a la firma en la sede de la OEA hasta su entrada en vigor. Quedó, además, sujeta a ratificación (Nos 1 y 2 de artículo VIII);



	c) Acerca de su vigencia: se dispone que ella se iniciará el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el sexto instrumento de ratificación de un Estado miembro de la OEA, hecho que como ya está dicho, se registró el 15 de agosto del año en curso. Producido dicho efecto, que será indefinido, la Convención quedará abierta a la adhesión de todos los Estados que no la hayan firmado (artículos VIII, IX y XIII);



	d) El depositario será el Secretario General de la OEA, ante quien los Estados Partes deberán depositar los instrumentos correspondientes a su participación en la Convención (artículo X);



	e) El procedimiento de enmiendas de la Convención permite que cada Estado Parte pueda formularlas ante la Secretaría General de la OEA. Aprobadas, entrarán en vigencia una vez que dos tercios de los Estados Partes las hayan ratificado (artículo XI);



	f) Todo Estado podrá formular reservas a la Convención, siempre que no sean incompatibles con su objeto y propósitos y versen sobre una o más disposiciones específicas (artículo XII), y



	g) Los textos de la Convención en español, francés, inglés y portugués son declarados igualmente auténticos; depositados en la Secretaría General de la OEA y una copia de ellos registrada y publicada por la Secretaría General de las Naciones Unidas (artículo XIV).







DECISIONES DE LA COMISIÓN.



Personas escuchadas por la Comisión.



	La Comisión escuchó a las siguientes personas:



	1) A la Ministra de Salud, doctora Michelle Bachelet, quien, en lo sustancial de su exposición, aseveró que esta Convención no presenta contradicciones con la labor actual del Ministerio de Salud, como tampoco existe un conflicto en el ámbito de los principios que la inspiran. Por el contrario, sostuvo que uno de los temas que más preocupan a esa Cartera de Estado es cómo el sistema de salud puede dar cabida al creciente número de discapacitados que existe en nuestro país, a consecuencia del aumento de las expectativas de vida, entre otras causas.

	Precisó que respecto de los compromisos que impone el artículo III de la Convención, en Chile se avanza en diversos ámbitos de la salud relacionados con la discapacidad. Así, informó que a partir del año 2000 se ha estado implementando un nuevo régimen para la internación de los pacientes psiquiátricos, protegiéndose en forma más adecuada sus derechos, para lo cual se ha creado la Comisión Nacional para la Protección de las Personas Afectadas por Problemas Mentales, que resolverá las quejas que presenten los propios pacientes o quienes velen por sus intereses.



	Indicó que en el ámbito de la discapacidad psíquica se está comenzando a usar  drogas de última generación para el tratamiento de casos de psicosis, que antaño dejaban discapacitada a la persona que la padecía. También se ha aumentado el número de consultas psiquiátricas que ofrece el Sistema de Salud, aplicándose un programa de detección precoz en el sector de la salud primaria.



	Expresó que el Ministerio de Salud tiene un rol fundamental, a través de los COMPIN, en la certificación de la discapacidad, requisito indispensable para la obtención de los beneficios de la ley N° 19.284.



	Explicó que en los programas de rehabilitación se ha privilegiado a las personas con discapacidad. Así, dentro de los discapacitados físicos, específicamente para las personas con insuficiencia renal, cardiaca y respiratoria extrema, existe un programa de atención. En cuanto a la rehabilitación motora infantil, se cuenta con el Hospital Pedro Aguirre Cerda, el único hospital infantil de rehabilitación que ha resultado beneficiado por un programa de colaboración con Japón. Añade, por otra parte, que un 60% de los niños que se atienden en las instalaciones de la Fundación Teletón son financiados por FONASA, institución que tiene convenio con dicha entidad.



	Precisó que FONASA entrega a la mencionada Fundación una determinada cantidad anual para atender a un número determinado de niños.



	Destacó que el Instituto Pedro Aguirre Cerda atiende niños de todo Chile, en una cifra cercana a los 5000 pacientes por año. Algunos de ellos son crónicos. Se cuenta con algunos otros institutos semejantes en Punta Arenas y Concepción.



	Informó que cada vez se ven menos casos de discapacidad por problemas congénitos y aumentan los casos originados en accidentes, tales como los atropellos automovilísticos.



	Respondiendo a consultas de los señores Diputados, acerca de las carencias de los COMPIN y la falta de información de los beneficiarios de la ley N°19.284, la señora Ministra explicó que la ley no establece que sea precisamente el COMPIN el que entregue el diagnóstico de invalidez, pero como se trata de un procedimiento costoso, los casos son derivados a COMPIN.



	Aseveró que esta Convención no obliga a alcanzar volúmenes determinados, pero si reafirma la voluntad de mejorar.



	Agregando mayores antecedentes sobre las labores del Ministerio de Salud en relación con la discapacidad, explicó que en el ámbito de las cegueras se están tratando las diferentes patologías que se presentan y un programa que permite entregar lentes a los mayores de 65 años. Señaló que se ha suscrito un convenio con España para establecer centros que faciliten la rehabilitación y se ha creado un Centro Nacional de Rehabilitación, que trabaja con la comunidad para permitir la integración social del discapacitado. Allí se analizarán temas como las barreras arquitectónicas, en transportes y otras.



	Indicó que, en cuanto a la sordera, se estudia el desarrollo de un programa de implantes cloqueares.



	Estimó que las discapacidades psíquicas corresponden a un porcentaje importante del total de discapacitados en Chile, abarcando, aproximadamente, a 313.000 personas, entre situaciones congénitas y derivadas.



	Manifestó que en salud mental se han efectuado avances, tendiéndose a trabajar en forma ambulatoria con los pacientes y con los familiares de éstos, creándose más de 56 agrupaciones, a las cuales se suman otras referentes a enfermedades específicas.



	Por último, indicó que este año se creó la Comisión Nacional para la Investigación de la Salud, la cual ha convocado a científicos de todas las universidades del país, para la creación de un fondo nacional para la investigación en salud, con una mayor articulación entre las políticas de salud y la investigación científica, priorizando temas como los de la discapacidad y la rehabilitación.



	2) Al Director de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Alejandro Salinas, quien informó que esta Convención fue discutida por varios años en la OEA, con fuerte apoyo de las organizaciones no gubernamentales ligadas al área.



	Hizo notar que la Convención contempla la existencia de un Comité, que resulta novedoso en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos; no así para Chile que es Estado Parte en tratados que cuentan con mecanismos similares, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención de los Derechos del Niño, entre otros.



	Puntualizó que los Estados deberán presentar, cada cierto número de años, informes al Comité sobre el cumplimiento de la Convención.



	Aseveró que para el Sistema Interamericano esta Convención es un gran avance, debiendo considerarse que el 10% de nuestra población sufre de algún tipo de discapacidad.



	3) A la Secretaria Ejecutiva del FONADIS, señora Andrea Zondeck, quien dio a conocer un documento titulado “Proyecto Aprobatorio de la Convención Americana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad”, el cual quedó a disposición de los señores Diputados.



	En el documento referido, explica que esta Convención obedece a todo un proceso internacional que se ha manifestado en situaciones tales como la Declaración del Año Internacional de la Discapacidad (1981), que se ha ido plasmando en el plano interno en normas tales como las contendidas en la ley N° 19.248, sobre integración social de los discapacitados. Además, comenta el contenido de las disposiciones de la Convención, precisando algunos aspectos en los que éstas podrían ser mejoradas, haciendo un paralelo con las normas que rigen en el plano interno, que en algunos aspectos resultan ser más precisas. Concluye que esta Convención no vulnera nuestra normativa interna, sino que la complementa, y que su aplicación permitiría avanzar, sustancialmente, hacia la eliminación de la discriminación en contra de las personas con discapacidad.



	4) A la Fiscal del FONADIS, señora Romy Schmidt, quien, entre otras consideraciones, manifiestó su desacuerdo con las normas de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, que exigen salud compatible con el cargo para ser funcionario público, por ejemplo. Estimó que ello es una suerte de discriminación, más aún si es un médico no especializado el que determina si una persona tiene o no salud compatible con el cargo. Afirmó que algo semejante sucede con los certificados de educación básica que entrega la educación diferencial, que no sirven para los efectos de postular a la Administración Pública. Sostuvo que esto es injusto frente a personas con discapacidad que tienen idoneidad y capacidad para hacerlo.



	Indicó que en derecho comparado hay distintos sistemas para determinar la presencia de una discapacidad, algunos de ellos utilizan fórmulas de porcentajes, como en Chile (30%). Estimó que nuestro país cuenta con una legislación moderna, que establece cómo calificar la discapacidad, según se refiera a aspectos laborales u otros.



	5) Al Coordinador Nacional del Movimiento Asociativo Chileno de la Discapacidad, el señor Alexis Norambuena, quien afirmó que esta Convención es el único instrumento internacional que vincula al Estado en la materia e informó que las organizaciones no gubernamentales de América trabajaron para obtener la aprobación de la Convención, logrando que se recogiera en ella la Declaración de Managua.



	Sostuvo que se trata de un hito histórico en la defensa de los derechos de las personas con discapacidad en Chile y América, lo que refuerza la tendencia mundial en este ámbito.



	Informó que los potenciales beneficiados en Chile son más de un millón de personas, en tanto que en América son más de cuarenta millones de personas que sufren algún tipo de discapacidad. Señaló que el 75% de los discapacitados vive en el Tercer Mundo. Son todas personas que quieren ser un factor de desarrollo en las sociedades en las cuales viven y no una carga; que desean ser integrados y demandan un nuevo trato.



	Estimó que la ratificación de este instrumento es imprescindible para el progreso en la integración de los discapacitados, como política de Estado, con una visión que se aleje del asistencialismo. Los discapacitados no quieren ser meros beneficiarios pasivos, sino ser actores en el proceso integrador. La discapacidad es un tema de derechos humanos. Es por ello que se trabaja en asentar el movimiento asociativo chileno.



	6) El abogado de la Corporación Ciudad Accesible, señor Diego Correa, explicó que la Corporación Ciudad Accesible tiene como propósito fundamental luchar por la eliminación de las barreras arquitectónicas en las construcciones.



	Arguyó que es positivo que se ratifique esta Convención, pero que lo más importante es que ésta se respete en la práctica, por cuanto hay leyes vigentes en la materia que no son respetadas, como las normas que exigen que los edificios se construyan con una rampa de acceso para sillas de ruedas. Señaló que la ley Nº 19.284 establece sanciones por la infracción a las normas que tienden a proteger al discapacitado, pero son multas muy bajas.



	Explicó que en los países desarrollados las sanciones son muy altas, pero que lo más importante es la alta conciencia que en ellos existe, tal vez a consecuencia de las guerras mundiales, de respetar las normas relativas a personas con discapacidad.



	Aseveró que debe tenerse cuidado con algunas medidas que se pretenda establecer a favor de las personas con discapacidad, como puede llegar a suceder en el ámbito laboral, porque pueden significar, en los hechos, que nadie los contrate.





Aprobación del proyecto de acuerdo.



	Vistos los antecedentes expuestos, más los que os podrá agregar el señor Diputado Informante, la Comisión decidió por la unanimidad de los señores Diputados presentes aprobar el proyecto de acuerdo con modificaciones formales en su artículo único, que tienen por objeto precisar, por una parte, que la Convención fue adoptada el 7 de junio de 1999 y no suscrita, y, por otra, que el órgano en el cual ella se adopta es la Asamblea General de la OEA; además de otras de menor entidad que no se juzga necesario detallar por cuanto ellas se salvan en el texto sustitutivo que se propone más adelante.



	Con las modificaciones señaladas, el texto del artículo único del proyecto de acuerdo, que la Comisión propone a la H. Cámara, es el siguiente:



	“Artículo único.- Apruébase la “Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad”, adoptada en Ciudad de Guatemala, Guatemala, el 7 de junio de 1999, durante el Vigésimo Noveno Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.”.



	Concurren a la unanimidad los Diputados señores Allende Bussi, doña Isabel; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Masferrer Pellizzari, don Juan, y Palma Irarrázaval, don Joaquín.



Designación de Diputado informante.



	Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado IVÁN MORERIRA BARROS.





Menciones reglamentarias.



	Para los efectos reglamentarios se deja constancia que la Convención no contiene disposiciones que requieran quórum calificado u orgánico-constitucional para su aprobación, y tampoco requiere informe de la H. Comisión de Hacienda.







)--------(







	Discutido y despachado en sesión de los días 10 y 17 de julio, y 1 y 14 de agosto de 2001, con asistencia de los señores Diputados Carlos Abel Jarpa Wevar (Presidente de la Comisión); Alessandri Valdés, don Gustavo; Ascencio Mansilla, don Gabriel; Allende Bussi, doña Isabel; González Román, doña Rosa; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Leay Morán, don Cristián; Longton Guerrero, don Arturo; Masferrer Pellizzari, don Juan; Palma Irarrázaval, don Joaquín; Reyes Alvarado, don Víctor; Riveros Marín, don Edgardo, y Urrutia Cárdenas, don Salvador.







	SALA DE LA COMISIÓN, a 14 de agosto de 2001.











FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,

Abogado Secretario de la Comisión.
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